
  
 

          
  

 
 

Bruselas, 14 de abril 2021 
 
 
Organizaciones internacionales manifestamos preocupación por la situación de seguridad en la ciudad de 

Buenaventura y exigimos garantías para la población civil 
 

 
Las organizaciones firmantes1 manifestamos nuestra preocupación por la situación de seguridad en la ciudad 
de Buenaventura, particularmente por los hechos recientes en contra de la comunidad del barrio Santa Fe 
de esta misma ciudad, y colindante con la terminal portuaria y logística de TCBuen, cuya empresa matriz 
tiene la sede social en Europa2. Estos incidentes se presentan en un contexto de violencia estructural y de 
agravamiento de la situación humanitaria en la ciudad portuaria. 
 
Nuestras organizaciones han sido informadas de hostigamientos y hechos graves de violencia contra los y las 
habitantes del barrio Santa Fe, ubicado en la comuna número 5 de la ciudad de Buenaventura. Solo en marzo 
de este año, actores armados han disparado en varias ocasiones y de forma indiscriminada contra las 
viviendas de esta zona, presentándose al menos 3 incidentes en los que hombres armados, movilizándose en 
motocicletas y en vehículos de alta gama, disparan contra las viviendas, como ocurrió el pasado 13 y 14 de 
marzo.  En este último incidente fue herida una niña con esquirlas consecuencia de los disparos. En un 
incidente registrado el 19 de marzo, adicionalmente a los disparos, fueron lanzadas 3 granadas, las cuales no 
detonaron. Al día siguiente, un operativo de la policía retiró las granadas y, ese mismo día, hombres armados 
amenazaron a mujeres jóvenes de este barrio, acusándolas de informantes, y les exigieron irse si no querían 
ser asesinadas. 
 
A pesar de las llamadas telefónicas de alerta, no se tiene constancia de que la policía actúe de manera rápida 
o efectiva cuando los residentes denuncian la presencia de estos grupos armados. Tampoco los efectivos de 
la policía que vigilan constantemente las instalaciones de la empresa TCBuen, en el límite del barrio de Santa 
Fe. 
 
Adicionalmente en lo que va de este año, se ha reportado la destrucción de 3 viviendas de este mismo barrio 
a causa de un incendio cuyo origen no ha sido esclarecido aún. Cabe notar que desde 2013 se han producido 
en este barrio varios incendios que han destruido un total de 32 viviendas y que han dejado al menos 160 
personas afectadas. El origen de estos incendios tampoco ha sido investigado por las autoridades, a pesar de 
que en varias ocasiones se ha informado de vehículos sospechosos rondando en la zona los días anteriores a 
producirse los incidentes. 
 
Desde 2013 las organizaciones y comunidades de Buenaventura han denunciado el impacto y los daños que 
generan las operaciones y la acción de la empresa TCBuen, especialmente en los barrios de la ciudad que 
limitan con esta terminal portuaria. Así, se han reportado ataques contra la integridad física y emocional, 

                                                 
1 La Oficina Internacional de Derechos Humanos Acción Colombia –Oidhaco, una red formada por más de 35 
organizaciones y plataformas europeas. La Taula Catalana por la Paz y los Derechos Humanos en Colombia, una red 
formada por 31 organizaciones y plataformas de Cataluña. Y Misereor IHR Hilfswerk. 
2 La empresa matriz de TCBuen es APM Terminals con sede en La Haya, Holanda. APM Terminals es a su vez una 
empresa filial de Maersk con sede en Copenhague, Dinamarca. 



vulneración de derechos laborales, vulneración de acceso al territorio, vulneración al derecho de consulta 
previa, libre e informada, afectación socio-cultural, afectación ambiental y a la economía local. 
 
También la comunidad internacional ha denunciado esta situación. Un informe de la delegación internacional 
integrada por representantes de organizaciones de la sociedad civil e instituciones catalanas que visitó 
Buenaventura en 2016, concluye que “la inversión (...) se ha desarrollado en un entorno de grave violación 
de los derechos humanos, de violencia y de expulsión de las comunidades negras que ancestralmente han 
habitado los territorios que ocupa TCBuen”.3 
 
En los primeros meses de 2021, la situación de seguridad de la ciudad de Buenaventura se ha degradado de 
manera alarmante, en razón de la presencia de actores armados ilegales y de su disputa por el control 
territorial y de la falta de medidas de protección integrales por parte del Estado para la población civil4. 
También se ha registrado la sistematicidad del reclutamiento forzado de menores por parte de grupos 
armados ilegales5. Entre el 1 de enero y el 19 de marzo de 2021, la Oficina de la Alta Comisionada de la ONU 
para Derechos Humanos en Colombia ha reportado el asesinato de 41 personas, 13 desapariciones forzadas 
y el desplazamiento masivo de más de 8.000 personas, por lo que su Representante ha urgido a las 
autoridades a fortalecer espacios de diálogo para atender las demandas de la población, acelerar la inversión 
social y a una acción concertada entre el Gobierno nacional, departamental y local para desmantelar las redes 
criminales que operan en la zona de manera permanente6. 
 
Estas afectaciones contra la población civil agravan la situación de pobreza estructural, que afecta de manera 
endémica a una de las regiones con mayores índices de pobreza y de falta de garantías para el disfrute de los 
derechos humanos en Colombia. 
 
Por lo tanto, solicitamos a la comunidad internacional instar al Gobierno colombiano a: 
 

 Implementar de manera inmediata medidas de protección colectivas y efectivas que garanticen la 
vida e integridad física y psíquica de los habitantes y líderes del barrio de Santa Fe y de forma general 
de las organizaciones y líderes sociales de Buenaventura. Estas medidas deben ser acordadas con la 
propia comunidad y organizaciones y ser conformes a las normas de protección internacionales. 

 Investigar de manera rápida y efectiva los hostigamientos y hechos violentos que se han producido 
contra esta comunidad y que los responsables materiales e intelectuales sean llevados ante la justicia. 

 Retomar de manera urgente el proceso de implementación de los acuerdos alcanzados con el 
Gobierno después del Paro Cívico de 2016, con participación constante del Comité del Paro. La 
implementación de estos acuerdos, que garantizaban la satisfacción plena de los derechos 
económicos, sociales y culturales de los habitantes de municipio de Buenaventura, es vital para la 
superación de la crisis humanitaria y de derechos humanos. 

 Implementar de forma urgente e integral todas las medidas de prevención y seguridad del Acuerdo 
de Paz entre el Gobierno colombiano y las FARC-EP y desarrollar un plan específico de 
desmantelamiento contra las estructuras armadas ilegales en el municipio de Buenaventura con 
participación de la sociedad civil. 

 

                                                 
3 https://www.taulacolombia.org/es/informe-de-la-visita-de-la-delegacion-catalana-a-buenaventura/ 
4 https://www.infobae.com/america/colombia/2021/04/05/indepaz-alerta-por-el-aumento-de-desplazamientos-
masivos-en-lo-que-va-de-2021/ 
5 https://www.elespectador.com/colombia2020/territorio/buenaventura-entre-el-confinamiento-y-el-reclutamiento-
forzado/ 
6 https://nacionesunidas.org.co/noticias/comunicados-de-prensa/oficina-de-la-onu-para-los-derechos-humanos-urge-
articulacion-entre-autoridades-y-acelerar-la-implementacion-de-los-acuerdos-del-paro-civico-y-el-acuerdo-de-paz-
para-atender-imperiosa-situacion-de-vi/ 
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